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OPINION N.° 065-2005/GTN

Entidad
:
Empresa de Generación de Energía Eléctrica del Centro S.A. (EGECEN) 

Asunto
:
 Adquisiciones y prestaciones complementarias
Referencia

:
Carta GG-0400-2005

––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––

1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Gerente General de la Empresa de Generación de Energía Eléctrica del Centro S.A. (EGECEN), en adelante la Entidad, consulta sobre la posibilidad de contratar prestaciones complementarias por un monto superior al treinta por ciento (30%) del contrato original.
2. CONSULTA

La Entidad consulta literalmente lo siguiente: “¿(…) Si en base al artículo 14º del Reglamento del TUO de la Ley de Contrataciones  y Adquisiciones del Estado, aprobado por D.S. 013-2001-PCM (prestaciones complementarias) y el numeral 6 del artículo 3º del citado Reglamento (principio de economía), sería factible suscribir una ampliación de la póliza contratada, extendiendo su monto y vigencia hasta el 31 de julio del 2005, teniendo en cuenta que el “Principio de economía” prescribe que “en toda adquisición o contratación se aplicarán los criterios de simplicidad, austeridad, concentración y ahorro en el uso de los recursos”,  y que si se efectúa un análisis de costo-beneficio resultaría antieconómico desarrollar un nuevo proceso de selección para contratar una nueva póliza para sólo 45 días?”
3. 
ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM,  las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna. 

3.1
En principio, cabe señalar que toda vez que la prerrogativa de contratar prestaciones complementarias surge una vez vencido el plazo del contrato originalmente suscrito, su ejercicio por parte de la Entidad se materializará a través de la celebración de un nuevo contrato, que dará lugar al nacimiento de una relación jurídica distinta a aquella inicialmente entablada con el contratista.
En ese sentido, aún cuando el contrato original constituye un supuesto habilitante para la firma del contrato complementario, respecto de este último será de aplicación el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en tanto constituyen las normas vigentes al momento de su celebración.

3.2
En ese contexto, independientemente de los dispositivos citados por la Entidad al formular su consulta, el artículo 236º de Reglamento vigente ha previsto expresamente  que  dentro de los tres (3) meses posteriores a la culminación del contrato, la Entidad podrá adquirir o contratar complementariamente bienes y servicios con el mismo contratista, por única vez, hasta por un máximo del treinta por ciento (30%) del monto del contrato original, siempre que se trate del mismo bien o servicio y que el contratista preserve las condiciones que dieron lugar a la adquisición o contratación. 


Al respecto, debe tenerse presente que la posibilidad de adquirir o contratar complementariamente constituye un supuesto de excepción a la obligación que tienen las Entidades de que las adquisiciones o contrataciones que efectúen y que involucren la erogación de recursos públicos se deriven de procesos de selección
; razón por la cual, en atención a su ratio legis, el artículo 236º del Reglamento no debe aplicarse de modo extensivo, debiendo circunscribirse a los casos en que se verifiquen las condiciones contempladas en el texto normativo; es decir, que la contratación complementaria se efectúe dentro de los tres (3) meses posteriores a la culminación del contrato, que sea con el mismo contratista, por única vez, que se trate del mismo bien o servicio, que se preserven las condiciones del contrato original y que sea hasta por el treinta por ciento (30%) del monto de aquél.
3.3 Ahora, si bien las contrataciones estatales se rigen por los principios de moralidad, de libre competencia, de imparcialidad, de eficiencia, de transparencia, de economía, de vigencia tecnológica y de trato justo e igualitario, su invocación no puede suponer el alejamiento o transgresión de la normativa de la materia, debiéndose recurrir a ellos ante la ausencia o vacío normativo.
En esa medida, no obstante que el principio de economía dispone que en toda adquisición o contratación se deben aplicar criterios de simplicidad, austeridad, concentración y ahorro en el uso de los recursos, ello no puede dar lugar a que se contraten prestaciones complementarias por un margen superior al permitido por la norma, que es de treinta por ciento (30%) del contrato original.
3.4
Sin perjuicio de lo expuesto, en el supuesto que el contrato original se encontrase vigente, la Entidad tiene la facultad de requerir al contratista la ejecución de prestaciones adicionales, a fin de alcanzar la finalidad del contrato, para lo cual deberá tener presente lo dispuesto en el artículo 42º de la Ley
 y en el artículo 231º del Reglamento
. 

4.
CONCLUSIONES

En virtud de lo esbozado precedentemente, este Consejo Superior concluye que no es posible adquirir o contratar prestaciones complementarias por encima del límite fijado en el artículo 236º del Reglamento; es decir, por montos superiores al treinta por ciento (30%) del contrato original. 

En el supuesto que la Entidad necesitase adquirir o contratar prestaciones superiores al margen a que se refiere el párrafo precedente, deberá convocar por dicho excedente al proceso de selección que corresponda, salvo que decida exonerarse por algunas de las causales a que se contrae el artículo 19º de la Ley.

Jesús María, 07 de junio de 2005

ZAB/
� Cabe señalar que tanto el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, entraron en vigencia el 29.12.2004.





� Sobre el concepto de procedimiento de selección, ROBERTO DROMI considera que, es “el procedimiento administrativo de preparación de la voluntad contractual, por el que un ente público en ejercicio de la función administrativa invita a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas en el pliego de condiciones, formulen propuestas de entre las cuales seleccionará y aceptará la más conveniente”. Dromi, Roberto. Licitación Pública. Ciudad Argentina. Segunda Edición. Buenos Aires, 1995. Pág. 76. 





�    El artículo 42º de la Ley dispone en su primer párrafo, que la Entidad podrá ordenar y pagar directamente la ejecución de prestaciones adicionales hasta por el quince por ciento de su monto, siempre que sean indispensables para alcanzar la finalidad del contrato. Asimismo, podrá reducir servicios u obras hasta por el mismo porcentaje. Cabe señalar que dicho margen del 15% sólo resulta aplicable en el caso de bienes y servicios, ya que en el caso de obras, dicho porcentaje ha sido fijado por la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, en 10% del monto del contrato.





�   De acuerdo con el artículo 231º del Reglamento, los adicionales y las reducciones de las prestaciones podrán ordenarse mediante Resolución del Titular o la máxima autoridad administrativa de la Entidad, para lo cual se deberá contar con la asignación presupuestal necesaria.








